ACCION DE REPARACION DIRECTA - Emboscada guerrillera / EMBOSCADA GUERILLERA - Contra patrulla de la policía / DAÑO ANTIJURIDICO - El día 5 de mayo de 1999 patrulla Orión Uno del Grupo de Reacción y Control de la Policía fue objeto de emboscada guerrillera por parte de la cuadrilla 47 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce al municipio de Pensilvania Caldas de la cual murieron cuatro agentes de la Policía y un civil / ATAQUE GUERRILLERO - De las Fuerzas Armadas Revolucionarias contra miembros de la policía
El día 5 de mayo de 1999, aproximadamente a las 3:15 p.m, en el sitio Montebello, sector de las Partidas, región de Buenos Aires, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce a Pensilvania, fue emboscada la patrulla Orión Uno, maniobra que provocó la muerte de cuatro efectivos que integraban ese grupo de reacción y control del departamento de Caldas. (…) La presencia de la patrulla Orión Uno, en el corregimiento de Arboleda se debió a informes de inteligencia que evidenciaban desplazamientos, por esa zona, de la cuadrilla 47 de las Farc y a solicitudes de apoyo del Alcalde del municipio de Pensilvanía-Caldas, quien buscaba prevenir o neutralizar la acción de ese u otro grupo subversivo. 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por daños sufridos con ocasión de la muerte violenta o de lesiones padecidas por los miembros de la Fuerza Pública / RESPONSABIIDAD DEL ESTADO POR DAÑOS A MIEMBROS DE LA FUERZA PUBLICA - El ejercicio de sus funciones implica alto grado de peligrosidad y riesgo en enfrentamiento con la delincuencia común u organizada
En relación con la responsabilidad estatal que se predica frente a los daños sufridos con ocasión de la muerte violenta o de las lesiones padecidas por los miembros de la Fuerza Pública, en ejercicio de sus funciones, es necesario tener en cuenta la especial naturaleza de las competencias que éstos tienen a su cargo y que deben desempeñar como tarea cotidiana en el normal discurrir de sus labores profesionales, toda vez que el ámbito de sus actuaciones se halla en el enfrentamiento permanente con la delincuencia común u organizada mediante la utilización de armas de dotación oficial, como medio para lograr el mantenimiento del orden público interno y la defensa de la soberanía nacional; en tales condiciones, el ejercicio de sus funciones implica un alto grado de peligrosidad y riesgo, en el que constantemente exponen tanto su integridad física como la vida misma.

INDEMNIZACION A FOR FAIT - Para casos de muerte o lesiones en servicio activo que responden a la idea de riesgo o accidente de trabajo sin consideración a la culpa o falla del servicio / INDEMNIZACION A FOR FAIT - Miembros de la fuerza pública que la reciben no renuncian al derecho a reclamar la indemnización plena de perjuicios
Esa situación de permanente exposición en el ejercicio de funciones, connatural a la labor de militares y policías y razón de ser de la misma, que por ende difiere sustancialmente de los riesgos y peligros que afrontan el común de los asociados, es reconocida por un ordenamiento prestacional especial que los cobija y que tiene en cuenta para el cálculo de las asignaciones a que haya lugar en cada caso concreto, las condiciones particulares en las que los miembros de la Fuerza Pública pierden la vida o sufren lesiones, en lo que ha sido denominado, doctrinal y jurisprudencialmente, un régimen de indemnización de perjuicios a forfait. (…) la existencia de la indemnización a forfait no significa de manera alguna que quienes ingresan a prestar sus servicios en las entidades de la Fuerza Pública estén renunciando implícitamente al derecho a reclamar la correspondiente indemnización plena de perjuicios, cuando quiera que la muerte o las lesiones padecidas por alguno de sus miembros pueda imputarse a una falla del servicio o a la exposición a un riesgo excepcional, puesto que, obviamente, también en el ámbito del ejercicio de estas actividades, sustancialmente peligrosas, puede darse el incumplimiento de mandatos legales, al igual que la imprudencia y negligencia, que conduzcan a que el servicio se preste en forma incorrecta o insuficiente, en tal forma que ésta sea la causa del daño padecido. Errores que bien pueden dar lugar a poner a los uniformados en condiciones de inferioridad, esto es compelidos a afrontar un nivel de riesgo que supera con creces aquel que racional y tácticamente están preparados para asumir o en situaciones anormales que darían lugar a deducir la responsabilidad y disponer las reparaciones correspondientes. NOTA DE RELATORIA: Referente al régimen de indemnización de perjuicios a forfait, consultar sentencia de 15 de febrero de 1996, Exp. 10033, M.P. Carlos Betancur Jaramillo.
PATRULLA DE LA POLICIA NACIONAL ORION UNO - Grupo especializado para contrarrestar la acción subversiva contraguerrilla en municipios del oriente del Departamento de Caldas / PATRULLA DE LA POLICIA NACIONAL ORION UNO - Especializados para trabajos en zonas de orden público 
Es necesario señalar que la patrulla Orión Uno era un grupo especializado dedicado a contrarrestar la acción subversiva –Contraguerrilla-, que servía de apoyo en varios municipios del oriente de Caldas que tenían difícil situación de orden público. (…) Los integrantes de la patrulla Orión Uno, por su especialidad –Contraguerrilla-, eran conscientes de que su trabajo se desarrollaba en zonas de orden público y que en cualquier momento se podía producir un encuentro con la subversión./ Correspondía a la patrulla Orión Uno contrarrestar las acciones de los insurgentes, desplazándose entre varios municipios del oriente de Caldas; (ii) se trataba de un grupo especializado que para cumplir su labor, contaba con entrenamiento, experiencia, conocimiento de las zonas en las que operaba y dotación suficiente de armamento y munición; (iii) la aludida patrulla, antes y durante su desplazamiento desde el corregimiento de Arboleda hasta la ciudad de Manizales, adoptó las medidas de prevención y seguridad dirigidas a hacer posible la travesía con el menor riesgo posible, inclusive para repeler un ataque sorpresivo, pues los integrantes alternaron la marcha a pie y en vehículos y sigilosamente revisaron la zona; (iv) nada indicaba que el desplazamiento debía contar con mayor número de efectivos, equipo y munición, es mas, no se aportó ningún estudio indicativo de que si se hubiere contado con mayores apoyos el ataque no se habría producido o hubiera sido menor y (v) está demostrado que la patrulla recibió apoyo e instrucción durante el ataque, al punto que pudo salir de la zona, sin permiso de la alevosía de la confrontación y de las inclemencias del tiempo.
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por muerte de miembros de la Policía / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL POLICIA - Se configuró pese a reconocerse a los beneficiarios de agentes muertos las indemnizaciones y prestaciones con ocasión de la prestación del servicio
Para la Sala es claro que, en el sub judice, si bien está probado que los uniformados Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero murieron en una acción insurgente, en ejercicio de sus funciones, todo indica que lo acontecido ocurrió dentro del riesgo normal, propio de sus cargos, pues contaban con la preparación, experiencia, recursos y apoyo necesarios, de manera que no fueron obligados a asumir cargas por fuera de su especialidad y de sus compromisos con la Institución. Además, cabe precisar que, como la muerte de los ante nombrados ocurrió en combate o como consecuencia de la acción del enemigo, es decir, dentro de los riesgos propios de su profesión, se reconocieron a los beneficiaros de éstos las indemnizaciones y prestaciones que por ley están instituidas para resarcir, de algún modo, el daño sufrido con ocasión de la prestación del servicio.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por riesgo excepcional / RIESGO EXCEPCIONAL - Carga que no tiene que soportar la población civil ajena al conflicto armado / RIESGO EXCEPCIONAL - Civil que viajaba como pasajera en un bus quedó en medio de la confrontación entre las Fuerzas Revolucionarias Armadas de Colombia y la Patrulla Orión Uno de la Policía Nacional resultando herida como consecuencia de un impacto de arma de fuego
El daño sufrido por la señora Ariela de Jesús Gutierrez de Ramírez y su familia  tuvo su origen en la herida que ella sufrió en la región temporal izquierda, a causa de una arma de fuego; (ii) esta herida se produjo en el marco de la emboscada perpetrada por un grupo insurgente contra la patrulla Orión Uno de la Policía de Caldas, el 5 de mayo de 1999, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce a Pensilvania y (iii) la señora Gutierrez de Ramírez era ajena a los hechos, por cuanto viajaba como pasajera de un bus escalera, que quedó en medio de la confrontación. De donde se colige que la entidad demandada sometió a la señora antes nombrada a un riesgo excepcional, que no tiene que soportar la población civil ajena al conflicto armado, en razón del desplazamiento legítimo que la patrulla Orión Uno debió realizar el 5 de mayo de 1999, en las horas de la tarde, por el oriente del departamento de Caldas, zona catalogada como de orden público.
PERJUICIOS MORALES - Reconocimiento a cónyuge, hijos de la víctima de la confrontación con la subversión / PERJUICIOS MATERIALES - Daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Negados al no probarse pago de tratamientos, hospitalizaciones y medicamentos originados en la herida sufrida en la región temporal izquierda

En relación con el daño emergente, no habrá lugar a reconocer suma alguna por este concepto, por cuanto no se demostró dentro del plenario que la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez o persona distinta que obre como demandante haya asumido el pago de suma alguna por tratamientos, cirugías, hospitalizaciones y medicamentos originados en la herida que ella sufrió en la región temporal izquierda, a causa de una arma de fuego.

DAÑO A LA SALUD - Reconocimiento por disminución visual del ojo izquierdo
Es dable sostener que no está probada la pérdida de la capacidad laboral al punto de que se deba disponer el reconocimiento del lucro cesante pretendido, pero si se reconoce que la actora afronta secuelas que deben resarcirse, esto es, disminución de la agudeza visual por el ojo izquierdo y limitación en la apertura bucal. Lo anterior, porque esta Corporación ha señalado que “a quienes sufren pérdidas irremediables es necesario brindarles la posibilidad de procurarse una satisfacción equivalente a la que han perdido”.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION B
Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Bogotá, D. C., veintinueve (29) de agosto de dos mil doce (2012)

Radicación número: 17001-23-31-000-1999-00542-01(23479)

Actor: ARIELA DE JESUS GUTIERREZ DE RAMIREZ Y OTRO
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL
Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 20 de junio de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo de Caldas. En este fallo se dispuso:

“PRIMERO: SE DENIEGAN las pretensiones de la demanda que en ejercicio de la acción de REPARACIÓN DIRECTA instauraron las siguientes personas, mediante procesos que fueron acumulados: GILDARDO BERRUECOS GIL y JANETH GARCÍA GARCÍA, quienes actúan en su propio nombre y en el de su hijo menor EDUARDO ANDRÉS BERRUECOS GARCÍA, YAIR BERRUECOS GARCÍA, DILIA TANGARIFE SALGADO, quien actúa en su propio nombre y en representación de sus hijos JUAN DIEGO y JHON CAMILO SUAZA TANGARIFE, REYNALDO DE JESÚS SUAZA ARCILA y FLOR DE MARÍA CARDONA VELÀSQUEZ, quienes actúan en su propio nombre y en representación de su hija menor LEIDY BIBIANA SUAZA CARDONA, ORFILIA, NIDIA YANETH y NANCY PIEDAD SUAZA CARDONA, NATIVIDAD ORTÍZ MANTILLA, quien actúa en su propio nombre y en representación de su  hija menor KAREN TATIANA RAMÍREZ ORTÍZ, MARÍA CELENIA MARÍN DE RAMÍREZ, ROBERTO ANTONIO RAMÍREZ GALLEGO, GLORIA BETTY, LUZ FENY, JOSÉ HENRY, DUVER AUGUSTO, SONIA AMPARO, WILMAR, NANCY STELLA Y MAGDA YANETH RAMÍREZ MARÍN, AMPARO NIETO RAMÍREZ, quien actúa en su propio nombre y en representación de sus hijos menores CATALINA, ANA MARCELA y MANUEL ALEJANDRO GONZÁLEZ NIETO, ARIELA DE JESÙS GUTIÉRREZ DE RAMÍREZ y JOSÉ TULIO RAMÍREZ, quienes actúan en su propio nombre y en representación de su hijo menor JAIR y JHON JAIRO RAMÍREZ GUTIÉRREZ Y DAIRO RAMÍREZ GUTIÉRREZ, todos ellos en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, conforme a las motivaciones de esta providencia, por hechos sucedidos el día 5 de mayo de 1999 en la vía que de Pensilvania conduce al corregimiento de Arboleda del mismo municipio” (fls. 212 a 214 cuaderno principal).

I. ANTECEDENTES

1.1 Demandas acumuladas

Se resuelve en una misma decisión las demandadas presentadas separadamente contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, en razón de la emboscada de que fue objeto la patrulla Orión Uno del Grupo de Reacción y Control de la Policía de Caldas el 5 de mayo de 1999, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce al municipio de Pensilvania, en la que perdieron la vida los uniformados Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero, fue secuestrado el Agente Rubén Darío Pérez Rincón y sufrió lesiones de consideración la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez. Los decesos y la lesión aludidos fueron demandados, así:
· Expediente 1999-0676
: (i) los señores Gildardo Berruecos Gil y Janeth García García, en nombre propio y en representación de su menor hijo Eduardo Andrés y Yair Berruecos García, en su calidad de padres y hermanos del extinto carabinero Gildardo Berruecos García, pretenden 1.000 gramos de oro por concepto de daño moral, más los perjuicios por daño emergente y lucro cesante para los progenitores del uniformado; (ii) los señores Dilia Tangarife Salgado, en nombre propio y en representación de sus menores hijos Juan Diego y Jhon Camilo Suaza Tangarife, Reynaldo de Jesús Suaza Arcila y Flor de María Cardona Velásquez, en nombre propio y en representación de su menor hija Leidy Bibiana, Orfilia, Nidia Yaneth y Nancy Piedad Suaza Cardona, en su calidad de esposa, hijos, padres y hermanos del agente Diego Suaza Cardona, pretenden 1.000 gramos de oro por concepto de daño moral, más los perjuicios por  lucro cesante para la cónyuge del uniformado (iii) los señores Natividad Ortiz Mantilla, en nombre propio y en representación de su menor hija Karen Tatiana Ramírez Ortiz, Roberto Antonio Ramírez Gallego, María Cenelia Marín de Ramírez, Gloria Betty, Luz Feny, José Henry, Duver Augusto, Sonia Amparo, Wilmar, Nancy Stella y Magda Yaneth Ramírez Marín, en su calidad de esposa, hija, padres y hermanos del agente Helmer Antonio Ramírez Marín, pretenden 1.000 gramos de oro por concepto de daño moral, más los perjuicios por daño emergente y lucro cesante para la cónyuge del uniformado (fls.56 a 89 cuaderno principal, cuadernos 1 y 2 de pruebas). 

· Expediente 1999-0688
: la señora Amparo Nieto Ramírez, en nombre propio y en representación de sus menores hijos Catalina, Ana Marcela y Manuel Alejandro González Nieto, en su calidad de esposa e hijos del extinto Agente Jairo Alcides González Botero, pretenden 1.000 gramos de oro por concepto de daño moral, más los perjuicios por daño emergente y lucro cesante (fls.7 a 30 cuaderno principal, cuadernos 3 y 4 de pruebas). 

· Expediente 1999-0542
: los señores Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez y José Tulio Ramírez, en nombre propio y en representación de sus menores hijos Jair y Jhon Jairo y Dairo Ramírez Gutiérrez, en su calidad de lesiónada, esposo e hijos, respectivamente, prentenden 1.000 gramos de oro por concepto de daño moral, más los perjuicios por daño emergente y lucro cesante para la víctima directa (fls.11 a 28 cuaderno principal, cuadernos 5 y 6 de pruebas). 

En este punto, es importante evidenciar que mediante Auto de 16 de noviembre de 2000, el Tribunal Administrativo de Caldas acumuló las demandas referenciadas.
1.2  Síntesis del caso

La parte actora relató que (i) el día 5 de mayo de 1999, por órdenes del Subcomandante Operativo del departamento de Caldas se inició el desplazamiento de la patrulla Orión Uno del Grupo de Reacción y Control de la Policía del corregimiento de Arboleda-Pensilvania, lugar en el que prestaba apoyo, a la ciudad de Manizales; (ii) a las 3:15 p.m de ese día, en el sitio Montebello, sector de las Partidas, Región de Buenos Aires, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce a Pensilvania, fue emboscada la patrulla; (iii) el grupo estaba integrado por 17 efectivos, al mando del Subteniente William Rodríguez Díaz y se movilizaba en un camión Ford, un jeep Willco y dos motocicletas Suzuki; (iv) cuando se activaron las cargas explosivas, ubicadas sobre el margen derecho de la vía, en medio del camión Ford y del jeep Willco quedó un bus escalera con pasajeros; (v) inutilizados los vehículos para continuar su marcha, los policías y los civiles fueron atacados, de forma indiscriminada, con armas de largo alcance; (vi) los agentes, pese a su inferioridad numérica, enfrentaron y resistiron, por varias horas, la arremetida insurgente y (vii) esta emboscada dejó como resultado la muerte de los uniformados Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero, el secuestro del Agente Rubén Darío Pérez Rincón y las lesiones de la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, pasajera del bus escalera que quedó en medio de la confrontación.

Señaló la parte demandante que existió una falla en el servicio, pues, pese a que los informes de inteligencia evidenciaban presencia guerrillera en el corregimiento de Arboleda y sus alrededores y las autoridades en general conocían esta situación, se envió una patrulla de 17 efectivos, sin protección adicional y sin el armamento necesario, para enfrentar un ataque de gran escala. Afirmó que en este caso los uniformados fueron enviados a “un viaje hacia la muerte” (fls.7 a 30 cuaderno principal, cuadernos 3 y 4 de pruebas).

Calificó como desafortunada la presencia de la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez “que habiendo quedado en el bus en medio del fuego entre las fuerzas del orden y las del desorden, una bala le penetró por el cráneo, por la parte temporal, y se desplazó internamente hasta quedar incrustada en el cuello, en forma definitiva, lo que ha puesto en alto riesgo su vida y su salud” (fl.16 cuaderno principal). Añadió que ese daño, generado por una casualidad y por la conjunción de acciones de la subversión y de la Policía, no tiene que ser soportado por la víctima y su familia.
2. Defensa de la entidad demandada

Mediante apoderado y dentro del término de fijación en lista, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional se opuso a las pretensiones de la demanda. 

Puntualizó que por lo hechos que narra la demanda no puede ser acusada de fallas u omisiones, porque si bien es cierto que la patrulla Orión Uno estaba conformada sólo por 17 uniformados, también lo es que este grupo tenía preparación, experiencia y recursos para conjurar diferentes alteraciones del orden público.

Afirmó que en este caso no se sometió a los policías a padecer riesgos anormales, es decir, extraños a los del cargo y especialidad. 

Destacó que el deceso del carabinero y de los tres agentes fue objeto de investigaciones penales y administrativas y que sus parientes, en los términos de ley, recibieron indemnizaciones y prestaciones para conjurar, de algún modo, los daños que las vìctimas sufrieron en razón de la prestación del servicio.
Finalmente, evidenció que, en el sub judice, no hay prueba de que las lesiones sufridas por la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, hubieran sido producidas por arma de dotación oficial. 

3. Alegatos de conclusión

3.1 Parte demandante

La parte actora precisó que la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez era ajena al enfrentamiento que se suscitó, pues fungía como pasajera de un bus escalera que quedó en medio de la emboscada, desafortunada “casualidad que fue la que hizo que resultara lesionada” (fl.129 cuaderno principal).

Alegó que la demandada incurrió en errores tácticos, por cuanto “envió una patrulla de apenas 17 policías a una zona roja donde podían en realidad ser emboscados en cualquier momento. No se hicieron las labores de inteligencia y, sobre todo, se sabía de fuerte presencia de guerrilla en la región” (fls.139 a 140 cuaderno principal). Aseveró que, diferentes mandos de la Policía han sido muy claros al declarar públicamente que hay que replantear el servicio, porque las patrullas pequeñas, por el gran número de guerrilleros que usualmente operan, no tienen posibilidad de refuerzo oportuno, de lo que se concluye que, según opinión de la misma demandada, el grupo especializado Orión Uno habría sido enviado a su suerte y puesto como carne de cañón.

3.2 Entidad demandada

Sostuvo que el daño que se causó a la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez y a los familiares de los cuatro uniformados fue producto “del accionar delictivo EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE TERCERAS PERSONAS –FARC-, quienes son los presuntos responsables, debiendo ser estos los verdaderos demandados y no la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional” (fl.156 cuaderno principal).

Insistió en que los beneficiarios de los cuatro efectivos que murieron recibieron las indemnizaciones y las prerrogativas que contempla, en ese tipo de situaciones, el régimen prestacional especial de la Policía.
Sostuvo que en este caso no se estructuran los supuestos que darían lugar a declarar la Nación administrativamente responsable y a ordenar el pago de una indemnización plena.

3.3 Ministerio Público

El Procurador Veintiocho Judicial para Asuntos Administrativos de Manizales conceptuó que, en este caso, se deben denegar las pretensiones.

Señaló que, apreciado “el material probatorio allegado al proceso, según las reglas de la sana crítica, puede deducirse que al ente demandado no le cabe ninguna responsabilidad en los hechos debatidos, pues como bien lo expresa su apoderado, existe suficiente prueba sobre la idoneidad, capacitación y entrenamiento del personal que conformaba el grupo de reacción y control, para repeler cualquier situación de alteración de orden público, realizando para tal fin labores de inteligencia y de aproximación táctica al sitio geográfico donde se iba a generar el apoyo, con un oficial de la Policía Nacional, que según su trayectoria evaluaba con el personal, todos los factores internos y externos, con el único propósito de minimizar los eventuales riesgos que tuvieran que sortear en sus desplazamientos o aún en las bases policiales, donde brindaban su apoyo, desvirtuando la falta o falla en el servicio, como generador de responsabilidad. Además, tales unidades cumplían a cabalidad con su función policial, con los medios tanto logísticos como de intendencia que el mismo Estado les ha proporcionado para operar” (fl.176 cuaderno principal).

Concluyó que en el sub judice existe una causal exonerativa de responsabilidad, por cuanto el daño antijurídico fue casuado por el hecho de un tercero. 

II. SENTENCIA IMPUGNADA

El Tribunal Administrativo de Caldas, mediante sentencia de 20 de junio de 2002, denegó las pretensiones.

Estimó que de la prueba testimonial no se desprende que los uniformados fueron llevados a la muerte dada su falta de preparación, experiencia, dotación y proyección táctica y de inteligencia.
Consideró que la actuación de la Policía Nacional estuvo acorde con las circunstancias y que “lo que sucedió fue el acaecimiento de un riesgo al que están sometidos todos los uniformados y aún los particulares en una situación de alteración de la paz como la que padece de manera general el País” (fl. 205 cuaderno principal).
Con relación a la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, señaló que el hecho de que hubiera coincidido en el lugar de la emboscada como pasajera de un vehículo de servicio público, no demuestra que las lesiones fueron provocadas por arma de dotación oficial.
III. SEGUNDA INSTANCIA

3.1 Recuso de apelación

La parte actora insistió en que la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez no estaba implicada en la contienda y que debe se indemnizada por el daño antijurídico que sufrió. 

Reiteró que hubo un error táctico, por cuanto se “envió una patrulla de apenas 17 policías a una zona roja donde podían en realidad ser emboscados en cualquier momento. No se hicieron las labores de inteligencia y, sobre todo, se sabía de fuerte presencia de guerrilla en la región” (fls.232 a 233 cuaderno principal).

Consideró que se debe evaluar o cambiar la táctica, “pues vemos que todos los días la guerrilla masacra pequeños grupos de policías y las autoridades respectivas se hacen las de la vista gorda. Esta crónica de muertes anunciadas para los uniformados en realidad es una clara falla en la estrategia militar que ha costado innumerables vidas” (fl. 242 cuaderno principal). 

IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1 Competencia

La Sala es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de primera instancia, dado que la cuantía de las pretensiones alcanza la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988
, para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación.

4.2  Problema jurídico

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 20 de junio de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo de Caldas, con miras a establecer si a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional le cabe responsabilidad por la muerte de cuatro de sus agentes y por las lesiones sufridas por la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, dentro del marco de una emboscada insurgente el 5 de mayo de 1999, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce al municipio de Pensilvania-Caldas.

La parte demandante considera, en síntesis, que la Nación es responsable de los daños antijurídicos ocasionados, por cuanto: (i) la entidad demandadada sometió a cuatro de sus uniformados a riesgos extraños a su profesión y especialidad, al enviarlos a una zona que se sabía que era de orden público, sin protección adicional y sin la preparación, experiencia, dotación y proyección táctica necesarias para repeler un ataque de gran escala, como el que se suscitó y (ii) la presencia Institucional, en el lugar de los hechos, generó un riesgo excepcional que a la larga terminó afectando la salud y la integridad física de la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez.  

4.2.1  Responsabilidad estatal que se predica frente a los daños sufridos con ocasión de la muerte violenta o de las lesiones padecidas por los miembros de la Fuerza Pública, en ejercicio de sus funciones

En relación con la responsabilidad estatal que se predica frente a los daños sufridos con ocasión de la muerte violenta o de las lesiones padecidas por los miembros de la Fuerza Pública, en ejercicio de sus funciones, es necesario tener en cuenta la especial naturaleza de las competencias que éstos tienen a su cargo y que deben desempeñar como tarea cotidiana en el normal discurrir de sus labores profesionales, toda vez que el ámbito de sus actuaciones se halla en el enfrentamiento permanente con la delincuencia común u organizada mediante la utilización de armas de dotación oficial, como medio para lograr el mantenimiento del orden público interno y la defensa de la soberanía nacional; en tales condiciones, el ejercicio de sus funciones implica un alto grado de peligrosidad y riesgo, en el que constantemente exponen tanto su integridad física como la vida misma.
Esa situación de permanente exposición en el ejercicio de funciones, connatural a la labor de militares y policías y razón de ser de la misma, que por ende difiere sustancialmente de los riesgos y peligros que afrontan el común de los asociados, es reconocida por un ordenamiento prestacional especial que los cobija y que tiene en cuenta para el cálculo de las asignaciones a que haya lugar en cada caso concreto, las condiciones particulares en las que los miembros de la Fuerza Pública pierden la vida o sufren lesiones, en lo que ha sido denominado, doctrinal y jurisprudencialmente, un régimen de indemnización de perjuicios a forfait
: 

“Por este motivo la ley ha consagrado un régimen de indemnización predeterminada o a forfait, como lo denominan los franceses, para los casos de muerte o lesiones en servicio activo simplemente, en actos comunes de servicio o en actos especiales, extraordinarios o eminentes de servicio de que tratan los Decretos 2338 de 1971 y 094 de 1989 y que responden a la idea de riesgo o accidente de trabajo, sin consideración a la culpa o falla del servicio (responsabilidad patrimonial objetiva).
Aquí se parte de la exigencia de una obligación de seguridad del empleado, lo que conduce a considerar una lesión o la muerte del trabajador como el incumplimiento o la violación de esa obligación.

Por el contrario, cuando se logra probar la culpa del patrono o la falla del servicio el trabajador tiene derecho a la indemnización plena u ordinaria (Ley 6 de 1945, art. 12 literal b, inciso final).

(…) tal como lo ha repetido la jurisprudencia, los miembros de los cuerpos armados del Estado aunque están sometidos a grandes riesgos, dichos riesgos son los propios del servicio. Así se ven enfrentados a la delincuencia, a la subversión armada, a los paros cívicos, etc. Por esta razón y para cubrir hasta donde sea posible esa situación riesgosa que viven, la ley ha creado una legislación protectora especial. De allí que cuando por actos del servicio y dentro de los riesgos propios de su prestación sufren daños en su vida o integridad personal o moral, deberán ser restablecidos prestacionalmente.

Esto es la indemnización a forfait. Pero cuando sufren daños porque estuvieron sometidos a riesgos no propios de su actividad militar o policial o por fuera del servicio mismo, podrán pretender una indemnización plena dentro del régimen general de responsabilidad”.

De conformidad con lo anterior, la existencia de la indemnización a forfait no significa de manera alguna que quienes ingresan a prestar sus servicios en las entidades de la Fuerza Pública estén renunciando implícitamente al derecho a reclamar la correspondiente indemnización plena de perjuicios, cuando quiera que la muerte o las lesiones padecidas por alguno de sus miembros pueda imputarse a una falla del servicio o a la exposición a un riesgo excepcional, puesto que, obviamente, también en el ámbito del ejercicio de estas actividades, sustancialmente peligrosas, puede darse el incumplimiento de mandatos legales, al igual que la imprudencia y negligencia, que conduzcan a que el servicio se preste en forma incorrecta o insuficiente, en tal forma que ésta sea la causa del daño padecido. Errores que bien pueden dar lugar a poner a los uniformados en condiciones de inferioridad, esto es compelidos a afrontar un nivel de riesgo que supera con creces aquel que racional y tácticamente están preparados para asumir o en situaciones anormales que darían lugar a deducir la responsabilidad y disponer las reparaciones correspondientes. 

“La jurisprudencia de esta Sala ha entendido que la afectación de los derechos a la vida e integridad personal de los miembros de la Policía Nacional constituye un riesgo propio del servicio que prestan, como es el caso de las lesiones o muerte que se causan, por ejemplo, en desarrollo de operaciones de inteligencia, de inspección, de seguridad o de vigilancia, es decir en cumplimiento de operaciones o misiones propias de la Policía. De allí que, cuando el riesgo profesional se concreta, al Estado no se le puede atribuir responsabilidad alguna, a menos, claro está, que se demuestre que la lesión o muerte hubiere tenido origen en una falla del servicio o de un riesgo excepcional que indique que fue un error de la Administración la causa directa del daño y no el mero ejercicio de las funciones encomendadas a los agentes de policía o que el funcionario fue expuesto a una situación inminente de peligro para la cual no estaba preparado y respecto de la cual no estaba obligado a afrontar por su condición de miembro activo de la Policía Nacional”
.
Teniendo en cuenta lo anterior, entrará la Sala a analizar el material probatorio obrante en el plenario, para establecer si surgió o no en el presente caso, la responsabilidad patrimonial que se le imputa a la entidad demandada por la muerte de los uniformados Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero.

Respecto de las circunstancias en las cuales se produjo la muerte de los antes nombrados, obran las siguientes pruebas:

· Informe de la emboscada y del personal fallecido, presentado por el Subteniente William Rodríguez Díaz -Oficial al mando de la patrulla Orión Uno- al Comandante del Departamento de Caldas, el 10 de mayo de 1999:

“(…) Me permito informar a mi Coronel, Señor Comandante del Departamento de Policía de Caldas, sobre los hechos ocurridos el día 5 de mayo de 1999, cuando fue emboscada la patrulla Orión Uno  del Grupo de Reación y Control de la Unidad, en la vía que del municipio de Pensilvania conduce al corregimiento de Arboleda. El día 3 de mayo llegamos al corregimiento de Arboleda con el fin de prestarle apoyo a la Estación de Policía del sitio, por cuanto es una de las zonas del Departamento más amenazada por la subversión, permanecimos por espacio de tres días, al cabo de los cuales, concretamente el 5 de mayo, a eso de las 12:40 del medio día, recibí una llamada del señor Coronel, Subcomandante Operativo, donde se me ordenaba el desplazamiento hacia la ciudad de Manizales; de inmediato dispuse lo necesario para el desplazamiento, saliendo del corregimiento a eso de las 13:30 de la tarde, dicho desplazamiento lo iniciamos en vehículos hasta dejar el caserío y antes de llegar a los puentes que hay sobre la vía; ordené que comenzaramos a caminar y que los vehículos fueran a distancia (….). Como dije anteriormente, había ordenado embarcar en los vehículos, tal y como lo acabo de describir; llevábamos más o menos siete minutos de camino, cuando sentimos una fuerte explosión y seguidamente un rafagazo, después una segunda explosión pero menos fuerte, y ya siguieron atacándonos con disparos, eran más o menos las 3:15 de la tarde cuando comenzó dicho ataque (…), quiero hacer claridad que en medio del jeep Willco y del camión Ford iba un bus escalera, el cual quedó en medio del fuego, allí venían varios pasajeros (…). Como consecuencia de la citada emboscada, se tuvieron las siguientes novedades:

1. PERSONAL FALLECIDO

Carabinero BERRUECOS GARCÍA GILDARDO.

Agente GONZÁLEZ BOTERO JAIRO ALCIDES

Agente RAMÍREZ MARÍN HELMER ANTONIO

Agente SUAZA CARDONA DIEGO” (fls.87 a 90 cuaderno de pruebas1, 69 a 70 cuaderno de pruebas 3).

· Informe de la emboscada elaborado por el Departamento Administrativo de Seguridad DAS-Seccional Caldas:

“(…) El día 5 de mayo de 1999, siendo aproximadamente las 14:30 horas, la patrulla de reacción y control se desplazaba del corregimiento de Arboleda hacia el municipio de Pensilvania, haciendo el recorrido en vehículos distribuidos así:

Camión Ford, color azul, siglas 09-697. Conducido por el AG. ARREDONDO MURILLO JOSÉ ALBERTO, al mando del señor ST. RODRÍGUEZ DÍAZ WILLIAM, en el mismo viajaban 6 uniformados.

Jeep Willco, color rojo, siglas 09-506, conducido por el AG. RODAS SÁNCHEZ ERNESTO, se movilizaban dos agentes y dos patrulleros, para un total de cinco personas.

Motocicleta Suzuki X-350, siglas 09-178, conducida por el AG. GRISALES MONTOYA LUIS EDUARDO, acompañado por el Patrullero DURÁN CÁRDENAS NESTOR RODRÍGO. 

Motocicleta Suzuki X-350, siglas 09-179, conducida por el AG.PÉREZ RINCÓN RUBÉN DARÍO, acompañado por el AG. SUAZA CARDONA DIEGO. 

(…) Siendo aproximadamente las 15:30 horas, cuando cruzaban el sitio conocido como Montebello, vereda Buenos Aires, municipio de Pensilvania, con características de terreno favorables para los sediciosos, ya que es escarpado, con inclinación perpendicular montañosa, al lado derecho alta densidad boscosa y rocosa, al lado opuesto pendiente despoblada, al paso de los policiales, fueron activadas dos cargas explosivas tipo sombrero chino ubicadas sobre la margen derecha de la vía, empotradas sobre zona rocosa, las cuales causaron daños parciales a los venículos que impidieron continuar su marcha y traumas a los uniformados, situación aprovechada por los insurgentes para arremeter a fuego cruzado con armas de largo alcance (…).
PERSONAL FALLECIDO

CB. BERRUECOS GARCÍA GILDARDO

AG. GONZÁLEZ BOTERO JAIRO ALCIDES

AG. SUAZA CARDONA DIEGO

AG. RAMÍREZ MARÍN HELMER ANTONIO” (fls. 151 a 162 cuaderno de pruebas 1, 82 a 87 cuaderno de pruebas 3).

· Informe sobre el levantamiento de cuatro cadáveres, presentado por el Cuerpo Técnico de Investigación-Unidad Local Manizales, en comisión en el municipio de Pensilvania:

“(…) Siendo las 11:20 del día de hoy 6 de los corrientes, se practicó inspección de cuatro cadáveres en la morgue del Hospital San Juan de Dios de esta localidad, mediante orden del señor Fiscal Seccional 31 de Pensilvania, quienes en vida pertenecían al Grupo Contraguerrilla de la Policía de Caldas y respondían a los nombres de: ELMER RAMÍREZ MARÍN, C.C. 15.987.499 de Manizales, JAIRO ALCIDES GONZÁLEZ BOTERO, C.C. 10.267.156 de Manizalez, DIEGO SUAZA CARDONA, C.C. 10.287.726 de Manizales y GILDARDO BERRUECOS GARCÍA, C.C. 75.090.611 de Manizales.

Según versión suministrada por personal uniformado perteneciente a la Policía de Caldas, los móviles de estos hechos sangrientos, donde perdieron la vida los cuatro agentes antes descritos, se debió a una emboscada guerrillera producida en el sector de Buenos Aires ubicado sobre la vía que de esta localidad conduce al corregimiento de Arboleda” (fls.62 a 63 cuaderno de pruebas 1, 64 a 65 cuaderno de pruebas 3).

· Certificados individuales de defunción de Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero, en los que figura como causa de la muerte “herida por arma de fuego” (fls. 140 a 143 cuaderno de pruebas 1, 78 cuaderno de pruebas 3).

· Informativo prestacional del Departamento de Policía de Caldas, en el que se señala que el deceso del carabinero Gildardo Berruecos García fue catalogado como “muerte en actos meritorios del servicio” y de los agentes Jairo Alcides González Botero, Elmer Antonio Ramírez Marín y Diego Cardona Suaza fue definido como “muerte en actos especiales del servicio” (fls. 205 a 208 cuaderno de pruebas 3).

· Por resoluciones números 00976 de 29 de septiembre de 1999, se reconoció una pensión por muerte y una indemnización a los beneficiarios del Carabinero Gildardo Berruecos García (fls. 23 a 24 cuaderno de pruebas 2), 00996 de 5 de octubre de 1999, se reconoció una pensión por muerte, una indemnización y las cesantías definitivas a los beneficiarios del Agente Elmer Antonio Ramírez Marín (fls. 23 a 24 cuaderno de pruebas 2) y 00706 de 30 de julio y 01045 de 15 de octubre de 1999, se reconoció una pensión por muerte, una indemnización y las cesantías definitivas a los beneficiarios del Agente Diego Cardona Suaza (fls. 27 a 29 cuaderno de pruebas 2).

Las anteriores pruebas son demostrativas de que el día 5 de mayo de 1999, aproximadamente a las 3:15 p.m, en el sitio Montebello, sector de las Partidas, región de Buenos Aires, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce a Pensilvania, fue emboscada la patrulla Orión Uno, maniobra que provocó la muerte de cuatro efectivos que integraban ese grupo de reacción y control del departamento de Caldas.

La parte actora sostiene que la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional es responsable de la muerte violenta de los uniformados Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero, por cuanto los sometió a riesgos anormales o distintos de los que apareja su profesión y especialidad, al enviarlos a una zona que se sabía que era de orden público, sin protección adicional y la preparación, experiencia, dotación y proyección táctica necesarias para repeler un ataque de gran escala, como el que se suscitó.

Como primera medida, es necesario señalar que la patrulla Orión Uno era un grupo especializado dedicado a contrarrestar la acción subversiva –Contraguerrilla-, que servía de apoyo en varios municipios del oriente de Caldas que tenían difícil situación de orden público.
En cuanto a la situación de la región en el mes de mayo de 1999, el Gobernador de Caldas certificó su relativa calma, “salvo las temporales incursiones de los grupos subversivos en el oriente y occidente del departamento” (fl. 198 cuaderno de pruebas 3).

La presencia de la patrulla Orión Uno, en el corregimiento de Arboleda se debió a informes de inteligencia que evidenciaban desplazamientos, por esa zona, de la cuadrilla 47 de las Farc (fl. 113 cuaderno de pruebas 3) y a solicitudes de apoyo del Alcalde del municipio de Pensilvanía-Caldas, quien buscaba prevenir o neutralizar la acción de ese u otro grupo subversivo. Así lo evidencio ese primer mandatario en sus declaraciones:

“En esa época siempre había movimiento de la guerrilla por toda la región (…). Siempre se ha mantenido informada la Policía y el Ejército sobre la presencia de los guerrilleros y precisamente la Policía estaba atendiendo una solicitud del Municipio con el fin de supervisar y reforzar la región“ (fl. 408 vto cuaderno de pruebas 1 – declaración de Fabio Augusto Maya Hoyos).

“Con respecto a la situación de orden público y a la emboscada presentada en el sitio Montebello me permito manifestar que tanto la Alcaldía como el Comando de Policía y el Gobierno Departamental han tenido conocimiento de la situación de orden público que se presenta en esta zona, y fue así como el Comandante de Policía del Departamento, atendiendo la solicitud del Alcalde, envió una patrulla de contraguerrilla con el fin de prevenir y neutralizar cualquier acción de los grupos subversivos, patrullajes que se hacía periódicamente de acuerdo a las informaciones sobre presencia de grupos subversivos o guerrilleros en la zona”  (fl. 194 vto cuaderno de pruebas 3–declaración de Fabio Augusto Maya Hoyos).
Los integrantes de la patrulla Orión Uno, por su especialidad –Contraguerrilla-, eran conscientes de que su trabajo se desarrollaba en zonas de orden público y que en cualquier momento se podía producir un encuentro con la subversión, así lo pusieron de presente en sus declaraciones:

“Nosotros íbamos conscientes de que íbamos para una zona donde había guerrilla y cuando a nosotros como grupo nos mandan a una zona es porque anda mal, es porque algo pasa, no porque si“ (fl. 13 cuaderno de pruebas 2–declaración del agente José Albeiro Arredondo Murillo).
“En estos grupos de reacción siempre se está a la expectativa de una posible emboscada, exista o no información de inteligencia“ (fl. 262 vto cuaderno de pruebas 1–declaración del agente Luis Eduardo Grisales Montoya).
“Si, todos éramos conscientes de que en ese sector había guerrilla y que a cualquier momento podíamos ser blanco de un ataque, inclusive lo hablábamos, no sólo esta vez sino muchas veces antes de ir Arboleda “ (fl. 18 cuaderno de pruebas 2-declaración del agente José Albeiro Arredondo Murillo).
Por su entrenamiento constante, experiencia en zonas de orden público y conocimiento del lugar, los efectivos que hacían parte de la patrulla Orión Uno señalaron que estaban en capacidad de enfrentar y repeler un ataque subversivo:  
“Para mi concepto, creo que si teníamos la capacidad para repeler y para actuar, porque primero que todo somos policías, habíamos varios que veníamos de zonas de orden público, yo había tenido enfrentamiento con el ELN en el 92, de pronto mi experiencia pudo servir un poco, había otro que tenía experiencia en curso de Jungla, otro compañero que desafortunadamente murió había hecho un seminario de Copecs, eso es como operaciones técnicas de combate, éramos un grupo que tenía experiencia, hacía como un mes habíamos estado en polígono en la Esmeralda muy didáctico, muy bueno para nosotros, muy instructivo (….). De González creo que si había hecho curso contraguerrilla, de Berruecos, él venía de orden público de Cundinamarca, entonces no sé, de Ramírez venía de orden público, creo que del Departamento de Arauca, es decir, de departamentos donde el orden público está sumamente alterado, yo también venía de orden público, el Comandante era el Teniente Rodríguez Díaz William, él venía del Catatumbo y del Norte de Santander que es zona de conflicto, de Suaza no tengo bien preciso, pero si venía de trabajar en distritos un poco alterados“ (fls. 7 a 9 cuaderno de pruebas 2–declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).

“De mis compañeros sé que todos eran buenos, que todos estábamos ahí porque queríamos estar, a todos se les veía las ganas, éramos un grupo que sabíamos lo que estábamos haciendo y yo trabajé con ellos más o menos ocho meses y nos vimos en varias oportunidades no propiamente en encuentros con la guerrilla pero sí en situaciones muy cercanas, cuando nos tocaba por ejemplo el sitio de Riosucio, Bonafón, San Lorenzo, por allá ha habido mucha guerrilla, nos decían que los vieron, que están acá, allá y nosotros también para allá y para acá, porque el encuentro se sabía que era inminente. Por ejemplo Ramírez Marín Helmer, muerto en esa ocasión, había estado antes en sitios de orden público y creo que le había tocado uno o dos ataques guerrilleros; de otro que me haya dado cuenta, de Rubén Darío Pérez Rincón, secuestrado, también tuvo experiencias de ese tipo, el que acabó de salir, Gómez Marín Jairo también tuvo experiencias con la guerrilla en el Atlántico. Nosotros hicimos una práctica al mando de un Capitán de la Escuela muy experto en esa materia uno o dos meses antes de irnos, hicimos práctica de tiro instintivo, o sea, tiro nocturno y tiro de reacción y manejo de lanza granadas y granadas, eso lo hicimos, en ese curso estuvimos los mismos que fuimos a Arboleda“ (fl. 14 cuaderno de pruebas 2–declaración del agente José Albeiro Arredondo Murillo).
“Nosotros en varias ocasiones hemos estado en Pensilvania por muchos días, comisiones de diez o doce días, molestando al Alcalde para comida, pero no sé, el Comando cada rato mandaba patrulla al Alcalde“ (fl. 6 cuaderno de pruebas 2–declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).

Un aspecto relevante para la decisión, tiene que ver con que, a tiempo que se ordenó el desplazamiento de la patrulla Orión Uno del corregimiento de Arboleda, lugar en el que prestaba apoyo, a la ciudad de Manizales, los uniformados no vislumbraban un ataque como el que fue perpetrado: 

“No nada, no sabíamos que estaban por esa ruta ni amenazas se tenían porque de lo contrario el desplazamiento no lo hubiera hecho mi Teniente ni nosotros y tengo entendido que en Manizales tampoco sabían, porque no nos hubieran dado esa orden de movernos de Arboleda, aunque si era conocida la zona como de presencia subversiva“  (fl. 257 cuaderno de pruebas 1–declaración del patrullero Carlos Andrés Chaux Granada).
“Se sabía que en esa zona siempre ha habido presencia de subversivos, pero para esa fecha no se conocía ni se recibió información de movimientos subversivos recientes, porque de haber sido así, no se hubiera efectuado el desplazamiento por esa zona, se hubieran extremado más las medidas de seguridad“ (fl. 259 cuaderno de pruebas 1–declaración del patrullero Darwin Edilson Hernández Álvarez).

“De presencia subversiva si se tenía conocimiento, en toda esa región de Pensilvania y Arboleda, pero de que nos iban a hacer una emboscada no teníamos conocimiento“ (fl. 267 cuaderno de pruebas 1–declaración del agente Ernesto de Jesús Rodas Sánchez).

“Nosotros si conocíamos la vía y sabíamos que era sumamente peligrosa porque en ese sector había presencia subversiva y lo otro es que es prácticamente la única salida del corregimiento a Pensilvania, pero de que nos tenían tendida una emboscada no se tenía conocimiento“ (fl. 268 cuaderno de pruebas 1–declaración del patrullero Cesar Augusto Osorio).
“Uno sabe que la zona siempre es muy peligrosa, pero saber a ciencia cierta que ocurriría una emboscada no se sabía“ (fl. 298 cuaderno de pruebas 1–declaración del patrullero Olvery Alberto Quintana Velásquez).
“No creo que haya habido improvisación, porque si nosotros hubiéramos  sabido que ellos nos estaban esperando, que la gente hubiera colaborado, hubiéramos abortado o suspendido ese desplazamiento“ (fls. 5 a 6 cuaderno de pruebas 2–declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).
Antes y durante el desplazamiento a Manizales se adoptaron medidas preventivas y de seguridad, por cuanto así lo indican las instrucciones impartidas y las medidas adoptadas, tales como: revisión de los vehículos automotores y las motocicletas que se utilizarían, inspección de armamento y munición, organización de una avanzada, atravesar los lugares críticos a pie y conservar las distancias:
“Yo TE. RODRÍGUEZ DÍAZ WILLIAM, como comandante del Grupo Contraguerrilla o reacción del Departamento, siempre formaba el personal, una o dos horas antes, para pasar revista al personal que estuvieran con su estado anímico en buen estado, no hubieran policiales enfermos y, en síntesis, todos estuvieran disponibles para el servicio, a la vez, se supervisaba las motos, los camiones y el armamento, inclusive la munición, luego se daba instrucción al personal del desplazamiento a pie con intervalos en automotores según el municipio a que se fuera a apoyar, se recopilaba, se analizaba y se colocaba en práctica la información que se tuviera de la subversión” (fls. 26 a 27 cuaderno de pruebas 4–declaración del subteniente William Rodríguez Díaz).
“Yo siempre antes de salir a cualquier comisión o desplazamiento por mínimo que fuera, reunía al personal para revisión de armamento, impartir instrucción al personal sobre el desplazamiento y sobre las medidas de seguridad, como en este caso se trataba de un desplazamiento tan largo en cuanto a terreno y tiempo para la ejecución o realizarlo, además el tiempo tan mínimo que había sido dado para llegar a Manizales ante los Comandos, se había optado por realizarlo con intervalos a pie y en otros momentos en los vehículos, además que no hay que desconocer la tipografía existente en la región, también el clima y la nubosidad que no permitía una buena visibilidad, por fortuna nosotros en ese momento llevábamos una distancia prudente entre vehículo y vehículo, además de la oportuna evacuación de los vehículos“ (fl. 255 cuaderno de pruebas 1–declaración del subteniente William Rodríguez Díaz).
“Nos encontrábamos reforzando el corregimiento de Arboleda, el 5 de mayo de 1999, nos desplazábamos hacia el Municipio de Pensilvania con las indicaciones del señor Comandante, Teniente Rodríguez Díaz William sobre las medidas de seguridad del desplazamiento, puntos críticos que se debían pasar e iniciamos el recorrido y como a las tres y quince de la tarde aproximadamente, luego de pasar varios sitios a pie por las condiciones geográficas del terreno, sentimos un estallido (…). En medidas de seguridad, las mismas que dice el Comandante en cada desplazamiento, como no dormirse, cada que se pare el vehículo desembarcar y hacer la marcha a pie, algunos con la responsabilidad de llevar el fusil montado con tiro en la recámara pero asegurado, bajo la responsabilidad de cada uno y ojo con el desplazamiento en los lugares críticos como sitios boscosos, puentes, revisión de puentes y pasos que sean de peligro para nosotros, para la patrulla, no recuerdo más, esos fueron las que se hicieron durante el recorrido prácticamente por todos los que íbamos en la patrulla. Los puntos críticos los pasamos, fueron varios donde tuvimos que desembarcar de los vehículos porque así lo consideró el Comandante, para superarlos desembarcábamos y caminábamos con una distancia prudencial entre hombre y hombre, pendiente de las partes altas, de los lugares boscosos, la revisión de pronto de los puentes que no estuvieran dinamitados y el paso por ellos, cuando pasábamos el sitio crítico embarcábamos el vehículo y arrancábamos y cuando llegamos a otro punto crítico desembarcábamos, caminábamos nuevamente y así sucesivamente. Los vehículos en que nos desplazábamos iban de avanzada o delante dos motos 350 con dos hombres en cada moto (…). Las medidas de seguridad, para mi concepto fueron buenas, yo personalmente hablé con varios pobladores del corregimiento, quienes no sé si por miedo o por ser simpatizantes de las Farc, no nos dijeron nada, me dijeron que todo estaba normal“  (fls. 2 a 3, 5 a 6 cuaderno de pruebas 2–declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).
“(…) salimos a eso de la una y media de la tarde con destino a Pensilvania, a bordo de los vehículos destinados a la contraguerrilla, en el recorrido teníamos en cuenta las medidas de seguridad en los puentes y sitios críticos, atravesándolos a pie y ya llevábamos como dos horas de recorrido y cuando íbamos a bordo de los vehículos, aproximadamente a las tres y veinte de la tarde, sonó una explosión a lo cual mis compañeros y yo reaccionamos rápidamente evacuando los carros y nos atrincheramos a un lado de la vía, obviamente quedando separados debido a la distancia que guardábamos de vehículo a vehículo por medidas de seguridad“ (fl. 256 cuaderno de pruebas 1–declaración del patrullero Carlos Andrés Chaux Granada).
“Nos vinimos empleando las medidas de seguridad ya que en los aparentes puntos críticos nos bajamos de los vehículos y hacíamos el desplazamiento a pie hasta que el señor Teniente daba la orden de embarcar nuevamente en los vehículos“ (fl. 260 cuaderno de pruebas 1–declaración del subintendente Néstor Rodrigo Durán Cárdenas).
“Se inició el desplazamiento optando por bajarnos en las partes mas peligrosas y caminar un rato mientras pasamos las partes mas duras, así seguimos un promedio de una hora de camino, cuando sentí una explosión y vi que el carro de adelante echaba humo, del camión también salió una explosión y descendimos rápidamente del vehículo acostándonos sobre la orilla de la carretera y comenzó una balacera por todos lados“ (fl. 264 cuaderno de pruebas 1–declaración del subintendente Cesar Augusto Tirado Granada).
“Salimos del pueblo-Arboleda- y después de una hora de camino nos bajamos para cruzar un puente largo que hay, conservando las distancias y las medidas de seguridad. Luego de que pasamos el puente caminamos veinte minutos más o menos y volvimos a embarcar. Anduvimos mas o menos otra hora en los vehículos y nos volvimos a bajar para cruzar otro puente que hay, pasando el puente volvimos a embarcar y llevábamos mas o menos media hora de camino cuando sentimos una explosión en la parte delantera del camión, tirándonos al piso de inmediato y cayendo a la mitad de la carretera y sentimos luego otra explosión y empezaron a sonar disparos por toda parte“  (fl. 268 vto cuaderno de pruebas 1–declaración del patrullero Cesar Augusto Osorio).
“(...) siendo las 13:30 hora de ese día salimos con destino a Manizales, iniciando el recorrido en los vehículos y alternando con desplazamientos a pie por los lugares críticos, tales como: puentes, zonas boscosas y estrechas, cuando a eso de las 15:15 horas de la tarde cuando iba yo en el campero jeep Willco color rojo, sentí un estallido en el carro, fuerte la explosión, logrando salir reaccionando con disparos hacia la parte de arriba, toda vez que simultáneamente nos atacaron  con disparos de largo alcance y granadas, yo me ubique a un lado de la vía –margen izquierda- repeliendo al máximo dicho ataque en medio de la lluvia y neblina que para ese momento se presentaba“ (fl. 272 cuaderno de pruebas 1–declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).
“Nosotros salimos de Arboleda a la una y veinte más o menos, cuando llegamos a unos sectores de unos puentes, unos tres puentes, todo el mundo se bajaba, se pasaba a pie, se inspeccionaba la base de los puentes que no hubiese algún a carga detonante, en los lugares donde había mucha vegetación y era difícil ver, entonces se bajaba el personal por su propia iniciativa a veces y otras porque el Teniente decía muchachos bajémonos aquí, se andaba media hora o veinte minutos a pie, volvía y se embarcaba“ (fl. 15 cuaderno de pruebas 2–declaración del Agente José Albeiro Arredondo Murillo).
El armamento y la munición que tenían asignados cada uno de los efectivos que integraban la patrulla Orión Uno (fl. 213 cuaderno de pruebas 3-certificación del Almacen de Armamento-Decal), concuerda con lo que estos narran que utilizaron para repeler y resistir la emboscada:

FUSILES SAR GALILCALIBRE 7,62

	N
	GR
	APELLIDO Y NOMBRE
	NÚMERO DE ARMA
	PROVEE-DORES
	MUNICIÓN

Cal. 7.62
	GRAN M-26
	GRAN I.M.3
	GRAN FUSIL

	1
	ST 
	Rodríguez Díaz William
	8-1957573
	4
	100
	1
	
	2

	2  
	PT
	Quintana Velásquez Alberto
	8-1974973
	4
	260
	2
	
	

	3
	PT
	Durán Cárdenas Nestor
	8-1957019
	4
	260
	2
	
	1

	4 
	PT
	Chaux Granada Carlos A
	8-1957592
	4
	200
	
	2
	2

	5
	PT
	Restrepo Osorio Cesar
	8-1918886
	4
	260
	2
	
	1

	6
	PT
	Hernández Álvarez Darwin
	8-1913694
	4
	240
	2
	
	2

	7
	PT
	Berruecos García Gildardo
	8-1957017
	4
	200
	1
	1
	

	8
	PT
	Castaño Corrales Francisco
	8-1957684
	4
	200
	2
	
	2

	9
	AG
	Suaza Cardona Diego
	8-1957579
	4
	260
	2
	1 humo
	1

	10
	AG
	Ramírez Marín Elmer
	8-1949636
	4
	260
	2
	
	2

	11
	AG
	Grisales Montoya Luis
	8-1920703
	4
	240
	2
	
	2

	12
	AG
	González Botero Jairo
	8-1949752
	4
	260
	2  
	
	2

	13
	AG
	Pérez Rincón Rubén Darío
	8-1971167
	4
	260
	
	
	2

	14
	AG
	Gómez Marín Jairo
	8-1950264
	4
	240
	2
	1 grana-da humo
	


FUSIL M-79 CALIBRE 40MM

LANZA GRANADAS
	N
	GR
	APELLIDOS Y NOMBRES
	NÚMERO DE ARMA
	MUNICIÓN

	1
	AG
	Hernández Álvarez Darwin
	Y10058R-1
	48 granadas de 40mm


ESCOPETAS MARCA MOSSBERG CALIBRE 12

	N
	GR
	APELLIDOS Y NOMBRES
	NÚMERO DE ARMA
	MUNICIÓN

	1
	AG
	Rodas Sánchez Ernesto
	P141760
	25

	2
	AG
	Arredondo Murillo José
	P141750
	50


 “En el jeep rojo íbamos cinco personas, llevábamos fusil, lanzagranadas, creo que 340 cartuchos cada uno, los conductores llevaban escopeta y granadas de mano y de fusil, en el último vehículo iban más o menos ocho unidades de la contraguerrilla armados, era como una especie de comboy, todos teníamos el mismo armamento“ (fl. 3 cuaderno de pruebas 2– declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).
“Fusiles Galil, un lanza granadas, granadas de mano y de fusil y los dos conductores portaban escopetas. Me parece que cada uno de nosotros teníamos asignados como 340 cartuchos“ (fl. 2 cuaderno de pruebas 4–declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).

 “Se llevaba fusil galil, un arma de apoyo, un lanza granadas, dos escopetas Mossberg calibre 2, municiones y grandas de fusil, sobre cantidades, sé que de lanzagranadas llevaban cuarenta y de munición de fusil cada uno andaba con 200 cartuchos mas o menos, un promedio de 200 o 300 cartuchos cada compañero. Nosotros los conductores andábamos con de a 50 cartuchos calibre doce y escopetas del mismo calibre“ (fl. 15 cuaderno de pruebas 2–declaración del agente José Albeiro Arredondo Murillo).
En las observaciones de los recibidos de armamento y munición, aparece que esta dotación oficial estaba en óptimas condiciones de funcionamiento (fls. 125 a 141 cuaderno de pruebas 3). 
Según uno de los uniformados que fue emboscado, la munición sobró:
“Munición si sobró, no sé a quienes, pero si fue suficiente “ (fl. 14 cuaderno de pruebas 4–declaración del agente José Albeiro Arredondo Murillo).
Durante el ataque, el Subcomandante Operativo del Departamento de Policía de Caldas estuvo pendiente y se envió apoyo aéreo de dos helicópteros, así lo manifestaron algunos declarantes:

“Una vez que llegó el apoyo por parte de los dos helicópteros, el señor Coronel Peláez Ureña Jorge Alberto, Subcomandante Operativo del Departamento de Policía de Caldas, se comunicaba a través del celular con un compañero que estaba conmigo dentro del personal emboscado, en cuya comunicación nos daba instrucción en el sentido de buscar salida del área selvática, extremando las medidas de seguridad, que fuera como fuera nos iban a sacar de allí, de inmediato uno de los helicópteros tenía alcance de fuego con los subversivos y el otro se acercó lo más que pudo hasta el sitio donde nos encontrábamos nosotros y nos logró sacar de allí, trasladándonos hasta Pensilvania“ (fl. 254 cuaderno de pruebas 1–declaración del subteniente William Rodríguez Díaz).
“Sentimos cuando llegaron los helicópteros y escuchamos cuando los subversivos los atacaron (…). Se volvieron a ir los helicópteros y nosotros seguimos subiendo el filo y como a la media hora volvieron los helicópteros, pero al parecer por la dificultad del terreno y que toda la noche había llovido y había mucha niebla, no nos veían. Tomamos la decisión de llamar por celular a la base aérea  diciéndoles que se comunicaran con los helicópteros informándoles que nosotros estábamos allá y que qué hacíamos. Después por el mismo celular nos dijeron que ellos iban a ablandar el terreno y que ellos ya nos habían visto a nosotros y que luego de ablandar el terreno bajáramos a la carretera donde fue la emboscada que allá nos recogían. Tomamos la decisión de bajar y allá estaba el helicóptero en la cima de un potrero que estaba al frente del sitio de la emboscada de ahí nos recogieron y nos llevaron hasta Pensilvania“ (fl. 264 vto cuaderno de pruebas 1–declaración del subteniente Cesar Augusto Tirado Granada).
“Apoyo aéreo si lo hubo, yo sentí los helicópteros rápido, pero desafortunadamente el tiempo y el clima no posibilitó que nos ayudaran. Ese apoyo aéreo es muy bueno, pero el clima estaba malo. Ese día el clima estaba muy mal, hizo sol pero cuando nos emboscaron empezó a llover y no pudo ser efectivo el apoyo, si se vio la intensión pero factores climáticos lo impidieron”  (fls. 4 a 5 cuaderno de pruebas 4–declaración del agente Jairo Aldemar Gómez Marín).
Las anteriores consideraciones permiten inferir que (i) correspondía a la patrulla Orión Uno contrarrestar las acciones de los insurgentes, desplazándose entre varios municipios del oriente de Caldas; (ii) se trataba de un grupo especializado que para cumplir su labor, contaba con entrenamiento, experiencia, conocimiento de las zonas en las que operaba y dotación suficiente de armamento y munición; (iii) la aludida patrulla, antes y durante su desplazamiento desde el corregimiento de Arboleda hasta la ciudad de Manizales, adoptó las medidas de prevención y seguridad digidas a hacer posible la travesía con el menor riesgo posible, inclusive para repeler un ataque sorpresivo, pues los integrantes alternaron la marcha a pie y en vehículos y sigilosamente revisaron la zona; (iv) nada indicaba que el desplazamiento debía contar con mayor número de efectivos, equipo y munición, es mas, no se aportó ningún estudio indicativo de que si se hubiere contado con mayores apoyos el ataque no se habría producido o hubiera sido menor y (v) está demostrado que la patrulla recibió apoyo e instrucción durante el ataque, al punto que pudo salir de la zona, sin permiso de la alevosía de la confrontación y de las inclemencias del tiempo.
Con lo expuesto, quedan sin soporte la mayoría de los reproches que le hace la parte demandante al proceder de la demandada, por cuanto la Institución preparó a sus agentes para contrarrestar la acción subversiva, los dotó de los recursos, armamento y munición necesarios, les implementó medidas preventivas y de seguridad y les brindó el apoyo necesario cuando las circunstancia así lo exigían.

Respecto a la ocurrencia de errores tácticos, es preciso manifestar que este señalamiento de la parte actora no tiene ningún soporte argumentativo ni probatorio.
En cuanto a las afirmaciones de la parte demandante, acorde con la cuales altos mandos de la Policía Nacional habrían señalado replantear las acciones copiadas a patrullas integradas por un número reducido de efectivos porque no tienen posibilidad de refuerzo oportuno, es necesario señalar que esas supuestas declaraciones públicas que se reseñan en el recurso de alzada, además de su generalidad, nada indica su referencia al caso concreto.
Para la Sala es claro que, en el sub judice, si bien está probado que los uniformados Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero murieron en una acción insurgente, en ejercicio de sus funciones, todo indica que lo acontecido ocurrió dentro del riesgo normal, propio de sus cargos, pues contaban con la preparación, experiencia, recursos y apoyo necesarios, de manera que no fueron obligados a asumir cargas por fuera de su especialidad y de sus compromisos con la Instutución. 

Además, cabe precisar que, como la muerte de los ante nombrados ocurrió en combate o como consecuencia de la acción del enemigo, es decir, dentro de los riesgos propios de su profesión, se reconocieron a los beneficiaros de éstos las indemnizaciones y prestaciones que por ley están instituidas para resarcir, de algún modo, el daño sufrido con ocasión de la prestación del servicio.

Siendo así, se confirmará la decisión denegatoria del a quo en lo que tiene que ver con la responsabilidad de la demandada por la muerte de los policías Gildardo Berruecos García, Diego Suaza Cardona, Helmer Antonio Ramírez Marín y Jairo Alcides González Botero. 

4.2.2  Responsbilidad por las lesiones infligidas a la señora Ariela de Jesús Gutierrez Ramírez
La parte actora alega que la antes nombrada, pasajera de un vehículo de servicio público, atrapado en la emboscada de 5 de mayo de 1999, recibió lesiones permanentes que afectan su salud y bienestar. 
Los uniformados de la patrulla Orión Uno son coincidentes, en sus declaraciones, al señalar que en la emboscada resultó herida una señora llamada Ariela, quien viajaba en un bus escalera que quedó en medio de la confrontación (cuaderno de pruebas 1-testimonios ya referenciados).

Sobre el particular, dos civiles que arribaron al lugar de los hechos, como pasajeros de otro vehículo que transitaba por la misma vía, manifestaron:

“(…)ya entonces nos montamos en la escalera, ya casi no se veían muchachos, porque estaban bajando para donde estaba otra escalera que los iba a devolver y eran tantos que ni uno se daba cuenta cuantos eran, ellos  iban bajando, los que estaban arriba orillaron la moto de la Policía y el camioncito Ford el azul, para poder que pasara la escalera pequeña y la que se estaba devolviendo para Pensilvania, antes de recoger los pasajeros que venían en esa escalera y que los habían hecho bajar, los muchachos les mandaron a decir a la Policía que bajaran por los policías heridos que allá los estaban esperando, entonces en un punto Boquerón ahí estaban todos los pasajeros de esa escalera y ahí se subieron, bueno y entre esos había una señora herida, estaba ensangrentada la cara, la camisa y con exactitud no sabría decir en que parte estaba herida, bueno ya la escalera arrrancó de allá y nos vinimos para acá para Pensilvania“ (fl. 207 cuaderno de pruebas 1–declaración de Gilberto Antonio Betancourth Salazar).
“(…) y ahí nos hicieron bajar de la escalera nos pidieron papeles, entonces todos sacaron los papeles y algunos les revisaron y a un muchacho se lo llevaron a la parte de abajo pero al rato lo soltaron, al conductor de la escalera le dijeron que se voltiara con el carro y le dijeron al otro conductor que venía de Pensilvania que se devolviera con los pasajeros de Arboleda, en el bus que venía de Pensilvania estaba una señora herida“ (fl. 288 cuaderno de pruebas 1–declaración de Gillermo Giraldo Montoya).
Los servicios de urgencia del Hospital San Juan de Dios de Pensilvania-Caldas, en sus registros de 5 y 6 de mayo de 1999, evidencian que atendieron a la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, quien fue herida por un arma de fuego, en el marco de una emboscada:

“IDENTIFICACIÓN DEL PACIENTE: Gutiérrez de Ramírez Ariela

(……)

Paciente que ingresa al servicio de urgencias a causa de herida a nivel región temporal izquierda causada hace más o mesos tres horas y media” (fl. 242 vto cuaderno de pruebas 1). 

“IDENTIFICACIÓN DEL PACIENTE: Gutiérrez de Ramírez Ariela de Jesús

(……)

Paciente que se dirigía en una chiva y fue herida por bala en región temporal izquierda” (fl. 18 cuaderno de pruebas 6). 

“IDENTIFICACIÓN DEL PACIENTE: Gutiérrez de Ramírez Ariela

(……)

Paciente que ingresa al servicio de urgencias a causa de una herida a nivel de la región temporal izquierda ocurrida a las 3.15 pm en emboscada” (fl. 17 cuaderno de pruebas 6). 

El Gerente del Hospital San Juan de Dios de Pensilvania, certificó el servicio de urgencias que se le prestó a la señora Ariela de Jesús Gutérrez, así:

“El día 5 de mayo de 1999, en esta Institución fueron atendidos los Agentes JAIRO GÓMEZ MARÍN, ALBERTO QUINTANA VELÁSQUEZ y la civil ARIELA GUTIÉRREZ DE RAMÍREZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 24.867.080 expedida en Pensilvania, en el servicio de urgencias procedentes del sitio el BOQUERÓN, donde fue emboscada una patrulla de la policía y donde también se vió afectado un bus escalera donde se transportaba la civil” (fl. 241 cuaderno de prubas 1).
Los registros de atención médica especializada, permiten inferir que la herida y los transtornos que sufrió la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez fueron consecuencia de un ataque guerrillero ocurrido el 5 de mayo de 1999: 
· Cirugía plástica

“SERVICIO CONSULTADO: Gutiérrez Ariela

(……)

Refiere molestias para apertura bucal a nivel lado izquierdo y por tener aún proyectil” (fl. 19 cuaderno de pruebas 6 – resaltado con subrayas fuera del texto). 

· Oftalmología

“IDENTIFICACIÓN: Gutiérrez Ariela

(……)

Paciente que el 5/5/99 sufrió antentado guerrillero en Pensilvania (se palpó proyectil en zona submandibular izquierda). La paciente refiere que no vé por ojo izquierdo” (fl. 34 cuaderno de pruebas 6). 

“Nota de 10 de junio de 1999

(……)

Se considera que la alteración de la AV Ojo izquierdo es permanente y secundaria a trauma relatado” (fl. 35 cuaderno de pruebas 6–resaltado con subrayas fuera del texto). 

· Psiquiatria

“IDENTIFICACIÓN: Gutiérrez Ariela de Jesús

(……)

Dictámen: Trastorno por estrés postraumático. Plan: incapacidad por 30 días” (fl. 10 cuaderno de pruebas 6–resaltado con subrayas fuera del texto). 

“IDENTIFICACIÓN: Gutiérrez Ariela de Jesús

(……)

Control de psiquiatría: trastorno por estrés postraumático. Continúa con (…) debilidad de piernas, boca seca, insomnio global (…) pesadillas” (fl. 11 cuaderno de pruebas 6). 

“IDENTIFICACIÓN: Gutiérrez Ariela de Jesús

(……)

Paciente que el 5/5/99 sufrió atentado terrorista guerrillero (…). Sufrió ataque guerrillero mientras se transportaba en un carro público. Sufrió herida a nivel izquierdo frontal con proyectil. Desde ese entonces ha presentado insomnio, refiere que recuerda el momento del atentado, sintiendo las explosiones en su cabeza” (fl. 12 cuaderno de pruebas 6). 

Los familiares y amigos más cercanos de la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez y de su esposo e hijos, también describen el contexto en el que resultó herida y el drama físico y emocional que vivió, junto con su núcleo familiar:

“Yo en el hecho no estuve, al otro día nos dimos cuenta del atentado que hubo en la carretera de Pensilvania, nos llamaron y nos dijeron que habían herido a Ariela Gutiérrez, la familar de nosotros, entonces esperamos que la trajeran a Pensilvania y de allí la remitieron a Manizales, fuimos al Hospital a verla, la vimos muy mal, estaba inconsciente, porque a ella le pegaron un tiro en la cabeza, no me acuerdo a que lado, perdió la vista y quedó un poco desfigurada la mandibula, cuando yo fui estaba vendada la cara, la cual quedó desastillada, perdiendo un poco la pronuncia; ella estuvo en la casa de nosotros en el control después de que salió del hospital, estuvo varios meses, nosotros la llevábamos al hospital a control, debido a ese atentado o emboscada que tuvieron, ella quedó muy mal, en este momento está en una situación bastante precaria por la pobreza y la situación económica y el atentado que tuvo, ella quedó muy mal y como son tan pobres y viven en el campo, la situación económica no les dá para estar saliendo a cada rato a Pensilvania (…). Debido al problema que ella tiene, le dan ataques después de la emboscada (…). Muy nerviosos, Tulio, Jair, Dairo y nosotros también, para ellos ha significado mucha nostalgia y tristeza porque no ha habido quien los ayude a ellos en su situación económica (…). Ella pierde un poco el sentido, hace un trabajo y se le olvida al rato qué estaba haciendo, ella tiene más o menos 42 años, ella la afecta mucho para comer, porque la bala le entró en la cabeza, todavía la tiene en el cuello” (fls. 84 a 86 cuaderno de pruebas 6–declaración de José Albeiro Ramírez Ramírez).
“Como a los ocho días de la emboscada, Ariela estuvo al frente de mi casa, me tocó ayudarla a lidiar porque quedó con ataques, estuvo por ahí mes y medio en tratamiento médico, ese tratamiento era por su cuenta, seguro el esposo le estaba consteando todo, me tocó ayudarla a atender cuando le deban ataques, la atendían en el Hospital Universitario, ella perdió la vista, de todas maneras, la última vez que la ví tenía en el cuello la bala todavía (…). Impresionante, yo los ví muy angustiados  cuando pasó eso, estaban muy asustados, los niños muy austados, se mantenían llorando, no tenían vida no sabían si la mamá se iba a morir” (fls. 86 a 87 cuaderno de pruebas 6–declaración de Delio de Jesús Santafé Sierra).
“ (…) sé que Ariela tuvo un percance yendo de Pensilvania hacia la finca, se encontró con una emboscada de la guerrilla a la policía y le pasó el accidente ese, yo me enteré de ese accidente porque a ella la trajeron a Manizales, yo no fui al hospital pero si a la casa donde la tuvieron, la vi en el estado en que estaba el cual era muy mal (…) después del accidente, lo que le ví antes de irse a Pensilvania, le ví la cara, la bala que le quedó en el cuello, una vista muy mal (…). Los hijos se llaman Dairo y el otro no me acuerdo, el esposo se llama Tulio Ramírez, ellos siempre muy tristes” (fl. 88 cuaderno de pruebas 6–declaración de Guillermo Betancur Gutiérrez).
“Ariela Gutierrez iba en la escalera y fue afectada, una bala la cogió por la parte de encima de la cabeza, le dañó la mandibula y le quedó incrustada en el cuello, está muy enferma, quedó con muchas secuelas, creo que la bala le quedó en el lado izquierdo, ella estuvo acá en el hospital muy enferma, estuvo en la casa, quedó muy enferma debido a la explosión, le dan unos mareos tremendos, a nosotros nos tocó lidiar con ella en la casa  (…) ahora ella no pueda ayudar en su casa, quedó supremamente impedida, no hace sino quejarse en la casa, está muy enferma (…..). El esposo y los hijos han estado muy tristes al ver que ella quedó media y la pobreza que los arropa encima, piensan en salir adelante, viven de un jornal y ahora el jornal no es un sistema para vivir (…). Un dolor de cabeza horrible, la mandibula la tenía afectada, le daban mareos, muy deprimida, a uno le daba pesar esa muchacha, ella quedó media, una señora de tantos brios y ya se sentía impedida para hacer los oficios, ya era lo que hicieran por ella, mantenía un dolor permanente” (fls. 89 a 90 cuaderno de pruebas 6–declaración de Alpidio Ramírez).
Las pruebas reseñadas hasta el momento son demostrativas de que (i) el daño sufrido por la señora Ariela de Jesús Gutierrez de Ramírez y su familia  tuvo su origen en la herida que ella sufrió en la región temporal izquierda, a causa de una arma de fuego; (ii) esta herida se produjo en el marco de la emboscada perpetrada por un grupo insurgente contra la patrulla Orión Uno de la Policía de Caldas, el 5 de mayo de 1999, en la vía que del corregimiento de Arboleda conduce a Pensilvania y (iii) la señora Gutierrez de Ramírez era ajena a los hechos, por cuanto viajaba como pasajera de un bus escalera, que quedó en medio de la confrontación. De donde se colige que la entidad demandada sometió a la señora antes nombrada a un riesgo excepcional, que no tiene que soportar la población civil ajena al conflicto armado, en razón del desplazamiento legítimo que la patrulla Orión Uno debió realizar el 5 de mayo de 1999, en las horas de la tarde, por el oriente del departamento de Caldas, zona catalogada como de orden público.   
La parte actora reclama para la señora Ariela de Jesús Gutiérrez Ramírez daño moral, en cuantía de 1000 gramos oro, para ella y cada uno de los miembros que compone su núcleo familiar y daño material por las “lesiones personales” que sufrió, en sus modalidades de daño emergente “pasado” por lo que valieron sus tratamientos, cirugías, hospitalizaciones y medicamentos, daño emergente “futuro” por los gastos que debará realizar para conservar su vida, tales como: fisioterapias, atención psiquiátrica, intervenciones quirúrgicas y medicamentos y lucro cesante por la pérdida de su capacidad laboral.
· El daño moral

El daño moral, como su nombre lo indica, se produce por la afección que padece una persona en su fuero interno, por el menoscabado injusto de su integridad o la de sus seres queridos. El reconocimiento de este perjuicio atiende a la reparación integral con medidas de compensación que buscan asistir a los afectados con recursos que les ayuden a mitigar o superar el sufrimiento o afección.
La protección constitucional del núcleo familiar, sumada a las reglas de la experiencia, permiten inferir que el daño a la vida, a la salud o a la integridad de una persona causa daño moral a sus familiares más cercanos, al cónyuge o al compañero permanente y a los hijos, como lo tiene establecido la jurisprudencia. 

Ahora bien, la dificultad de establecer parámetros objetivos precisos para su cuantificación, si se considera la naturaleza y el fin de la indemnización del daño moral, exige al juez acudir a criterios razonables de aproximación a la estimación económica, considerando, en cada caso, las circunstancias que rodearon el hecho, capaces de imprimir en una persona miedo, angustia, temor, dolor, aflicción, etc.; la afrenta a la dignidad humana y su incidencia en el estado anímico y la integridad moral de los demandantes, entre otros aspectos.
Para el efecto, tiene en cuenta la Sala que, según la jurisprudencia sentada y reiterada por la Sección, a partir de la sentencia proferida dentro del proceso No. 13232–15646 de 6 de septiembre del 2001, los perjuicios morales se tasan en salarios mínimos legales y no en gramos oro. Y se toma como referencia un tope de 100 de estas mensualidades a reconocer en caso de muerte, por considerarse este evento como el de mayor dolor o pena al que puede enfrentarse el ser humano, sin perjuicio de que, en otros casos, pueda probarse un grado de afección igual o superior. Asimismo, se tiene en cuenta la calidad de víctima directa (lesionado) o indirecta (familiares), así como su proximidad, en consideración al grado de parentesco.
En este caso, la Sala infiere el daño moral que sufrió la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, por el menoscabo injusto de su integridad, el cual se exteriorizó en un transtorno de ansiedad –estrés postraumático- y en sentimientos de temor, insomnio, dolor físico e indignación, producidos por haber quedado en medio de una confrontación armada y por vivir con secuelas físicas y un proyectil alojado en su cuello, así como el que soportó su esposo e hijos, quienes vivieron impotentes, por su difícil situación económica, el drama emocional y físico de su ser querido. 
La Sala considera pertinente reconocer una indemnización por perjuicios morales equivalente a 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes para la señora Ariela de Jesús Gutérrez de Ramírez y 30 salarios mínimos para cada uno de los miembros que integran su núcleo familiar, esto es, José Tulio Ramìrez –esposo-, Dairo, Jhon Jairo y Jair Ramírez Gutierrez –hijos-
.

Lo anterior si se considera que en sub lite está acreditado que la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez es esposa del señor José Tulio Ramìrez y madre de Dairo, Jhon Jairo y Jair Ramírez Gutierrez, según consta en los respectivos certificados de registro civil de matrimonio y de nacimiento, allegados en copia auténtica (fls. 4 a 7 cuaderno principal).

· Daño material
En lo que tiene que ver con los daños materiales, en la demanda se solicitó su indemnización por concepto de daño emergente –“pasado y futuro”- y lucro cesante.
En relación con el daño emergente, no habrá lugar a reconocer suma alguna por este concepto, por cuanto no se demostró dentro del plenario que la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez o persona distinta que obre como demandante haya asumido el pago de suma alguna por tratamientos, cirugías, hospitalizaciones y medicamentos originados en la herida que ella sufrió en la región temporal izquierda, a causa de una arma de fuego.
En cuanto a los gastos que deberá realizar la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez para conservar su vida, tales como: fisioterapias, atención psiquiátrica, intervenciones quirúrgicas y medicamentos, tampoco habrá lugar a reconocer suma alguna, porque en el proceso no hay prueba de que la actora requiera de atención médica especializada y prescripciones permanentes o de nuevos procedimientos para salvaguardar y mejorar sus condiciones de salud.
En lo que respecta al lucro cesante, por la pérdida de la capacidad laboral, es necesario manifestar que al proceso se allegaron dos exámenes médico-legales que le practicó el Hospital San Juan de Dios de Pensilvania a la señora Ariela de Jesús Gutérrez de Ramírez, por solicitud de la parte demandante, así:
Exámen médico practicado el 30 de agosto de 2001, según el cual no se evidencian secuelas ni pérdida de la capacidad laboral:
“Refiere la paciente que luego de sufrir herida por arma de fuego el 5 de mayo de 1999, que comprometió hemicráneo izquierdo, principalmente zona temporal, y luego de practicársele múltiples cirugías, presenta pérdida de visión por el ojo izquierdo, dolor constante hemifacial izquierdo y sensación de entumecimiento, además refiere que no pudo volver a laborar desde entonces, dificultad para la deglución.

(….)

Se palpa depresión a nivel de hueso temporal izquierdo, no deformante, no se aprecian cicatrices en macizo facial.

(….)

LESIONES SUFRIDAS

Lesión temporal izquierda sana

Consecuencias: Ninguna

Secuelas: No se aprecian

No hay pérdida de capacidad laboral” (fls. 101 a 102 cuaderno de pruebas 6 – reslatado con subrayas fuera del texto).
Reconocimiento médico practicado el 15 de amarzo de 2002, acorde con el cual si evidencian disminución de la agudeza visual en el ojo izquierdo y limitación en la apertura bucal:
“ANAMNESIS:

‘Después del balazo que me pegaron en la cabeza, tengo un dolor de cabeza interno que no me deja ni levantar y me llega hasta el hombro izquierdo; tengo paralizada la mitad de la cara y no veo por el ojo izquierdo’.

EXAMEN FÍSICO:

Paciente muy ansiosa, con llanto fácil.

Como hallazgos postivos: Pupila izquierda con tendencia a la midriasis, reactiva. Inyección conjuntival ojo izquierdo. Disminución de la agudeza por ojo izquierdo al realizar pruebas subjetivas. Placa eritematosa en región malar izquierda. Apertura bucal limitada. No pérdida de la sensibilidad a nivel facial” (fl. 114 cuaderno de prubas 6 – resaltado con subrayas fuera del texto). 

Como primera medida, es necesario puntualizar que los reconocimientos realizados por el Hospital San Juan de Dios de Pensilvania no fueron practicados por perito idóneo para determinar, de la forma como lo hizo, el 30 de agosto de 2001 que la víctima no afronta pérdida de la capacidad laboral, por cuanto quien está autorizada y posee los conocimientos y elementos necesarios para llevar a cabo este tipo de valoraciones es la Junta Regional de Invalidez. Lo anterior, sumado al hecho de que este dictamen médico se contradice con el último que estableció las secuelas que menoscaban la integridad de la señora Ariela de Jesús Gutérrez de Ramírez (disminución de la agudeza visual por el ojo izquierdo y limitación en la apertura bucal), le resta credibibilidad, maxime cuando las conclusiones del último concepto son concordantes con lo consignado en los registros de atención especializada que recibió la señora antes nombrada:
· Cirugía plástica

“SERVICIO CONSULTADO: Gutiérrez Ariela

(……)

Refiere molestias para apertura bucal a nivel lado izquierdo y por tener aún proyectil” (fl. 19 cuaderno de prubas 6 – resaltado con cubrayas fuera del texto). 

· Oftalmología

“IDENTIFICACIÓN: Gutiérrez Ariela

(……)

Paciente que el 5/5/99 sufrió antentado guerrillero en Pensilvania (se palpó proyectil en zona submandibular izquierda). La paciente refiere que no vé por ojo izquierdo” (fl. 34 cuaderno de prubas 6). 

“Nota de 10 de junio de 1999

(……)

Se considera que la alteración de la AV Ojo izquierdo es permanente y secundaria a trauma relatado” (fl. 35 cuaderno de prubas 6 – resaltado con subrayas fuera del texto). 

Siendo así es dable sostener que no está probada la pérdida de la capacidad laboral al punto de que se deba disponer el reconocimiento del lucro cesante pretendido, pero si se reconoce que la actora afronta secuelas que deben resarcirse, esto es, disminución de la agudeza visual por el ojo izquierdo y limitación en la apertura bucal. Lo anterior, porque esta Corporación ha señalado que “a quienes sufren pérdidas irremediables es necesario brindarles la posibilidad de procurarse una satisfacción equivalente a la que han perdido”
.

La cuantificación del daño en que se ha inspirado el ordenamiento jurídico interno, obedece al criterio de la restitutio in integrum cuyo objetivo es el restablecimiento patrimonial y/o espiritual dañado por un hecho ilícito, o que el perjudicado no tenga la obligación de padecer, lo cual encuentra su fundamento y límite  en dos principios generales del derecho que además tienen soporte normativo: la reparación integral del daño (artículo 16 Ley 446 de 1998 y artículo 2341 del C.C.) y el enriquecimiento injusto (artículo 8 Ley 153 de 1887).

El artículo 16 de la Ley 446 de 1998 señala que dentro de cualquier proceso que se surta ante la administración de justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, “atenderá los principios de reparación integral y equidad”.
Para lo cual basta realizar una interpretación integral de la demanda para establecer que lo perseguido en este proceso es una compensación por el menoscabo físico sufrido por la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, el cual afecta su salud y bienestar, y no tiene que ser soportado por ella. 

El concepto de daño a la salud, no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir económicamente una lesión o alteración a la unidad corporal de la persona. 
La jurisprudencia de la Sección fijó para el daño a la salud un tope de 400 salarios mínimos legales mensuales vigentes para las lesiones graves que afecten de manera significativa la integridad psicofísica de la persona y señaló que para su liquidación “es preciso recurrir a la aplicación del arbitrio juris, postulado que se integra a la nomoárquica jurídica, y que, lejos de reflejar parámetros de arbitrariedad, su existencia y validez normativa encuentra fundamento en la sana crítica y en la reglas de la experiencia de las que se vale legítimamente el operador judicial para reconocer vía compensación una afectación a un bien tan personalísimo como las lesiones a la integridad psicofísica”
.
Como el último exámen médico prácticado a la señora Ariela de Jesús Gutiérez de Ramírez establece una disminución de su agudeza visual por el ojo izquierdo y una limitación en su apertura bucal, se hace evidente el daño a la salud, con las implicaciones que este puede generar, como por ejemplo: restricciones en la reacción locomotriz, la articulación de la palabra y la actividad masticatoria, por el cual se le reconocerá por este concepto el valor de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Lo anterior no obsta, para reconocer como indemnización por lucro cesante, la única incapacidad que le aparece a la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez en su historial médico.

Atención de psiquiatría:

“IDENTIFICACIÓN: Gutiérrez Ariela de Jesús

(……)

Dictámen: Trastorno por estrés postraumático. Plan: incapacidad por 30 días” (fl. 10 cuaderno de prubas 6 – resaltado con subrayas fuera del texto). 

En el sub-lite si bien no se demostró que la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, antes de la ocurrencia del daño, ganara alguna suma concreta por la actividad económica que desempeñaba, será procedente efectuar el cálculo del lucro cesante, como si devengara el salario mínimo.

La Sala aplicará el salario mínimo legal mensual vigente al momento de la sentencia ($566.700), dado que si se actualiza a valor presente el salario mínimo que regía en el año 1999, se obtendría una suma inferior.
Como la incapacidad fue por treinta días, el monto que se debe que se debe reconocer, por este concepto, es un salario mínimo legal mensual vigente, esto es, $566.700, valor al que debe adicionarse el 25% por prestaciones sociales, en atención a que las mismas son un imperativo de ley y por tal razón deben ser reconocidas.

4.3 Costas

El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente caso, la Sala no observa comportamiento temerario en las actuaciones procesales de los intervinientes dentro del presente trámite, razón por la cual no se condenará en costas.

V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”

R E S U E L V E

REVÓCASE la sentencia de 20 de junio de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo de Caldas. En su lugar, se dispone:  

1. DECLÁRASE patrimonialmente responsable a la Nación Ministerio de Defensa-Policía Nacional de las lesiones sufridas por la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez, en el marco de las circunstancias relatadas en la parte motiva de esta providencia.

2. En consecuencia de lo anterior, CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional a pagar, como indemnización de perjuicios, las siguientes sumas de dinero:

A. Por concepto de perjuicios morales, la suma equivalente en pesos a 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes para la señora Ariela de la Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez y la suma equivalente en pesos a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los miembros que compone su núcleo familiar, esto es, José Tulio Ramìrez, Dairo, Jhon Jairo y Jair Ramírez Gutierrez.
B. Por concepto de indemnización de daño a la salud, la suma equivalente en pesos a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez.

C. Por concepto de indemnización de perjuicios materiales –lucro cesante-, la suma de $708.375 para la señora Ariela de Jesús Gutiérrez de Ramírez.

3. DENIÉGANSE las demás pretensiones de las demandas acumuladas.

4. Sin condena en costas.

5. Por secretaría, EXPÍDANSE copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, las cuales se entregarán a quien acredite estar actuando como apoderado judicial dentro del proceso.
6. Ejecutoriada la presente sentencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de primera instancia para lo de su cargo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH  STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO                

  Presidente de la Subsección                             Magistrada
� Demanda presentada el 26 de agosto de 1999.


� Demanda presentada el 1º de septiembre de 1999.


� Demanda presentada el 15 de julio de 1999


� La cuantía necesaria para que un proceso iniciado en el año 1999 fuera de doble instancia, debía ser superior a $18.850.000  -artículos 129 y 132 del C.C.A. subrogados por el decreto 597/88- y la estimación razonada de la cuantía, en cada una de las demandas, fue fijada por la parte actora en $118.219.000, por concepto de perjuicios materiales.














� Sentencia de 15 de febrero de 1996, expediente 10.033, M.P. Dr.: Carlos Betancur Jaramillo. En el mismo sentido, sentencia de 20 de febrero de 1997, expediente 11.756, M.P. Dr.: Jesús María Carrillo Ballesteros.


�� Sentencia de 10 de junio de 2009, expediente 17.658, actor: Lesvia Ruth Gaviria Aristizábal y otros, M.P. Dr. Mauricio Fajardo Gómez.


� Advierte la Sala que en sentencia de 13 de septiembre de 2001, expediente número 13326, C.P. Dra. María Elena Giraldo Gómez, la Sala condenó, por concepto de perjuicio moral, al Estado al pago de 50 salarios mínmos mensuales a favor del demandante, en atención a sus condiciones personales y pérdida de su agudeza visual, suma que se tomará como referencia en este caso, en la medida que se considera razonable y acorde con el principio de igualdad. 


� Sentencia del 6 de septiembre de 1993, expediente 7428, actor: Jhon Jairo Mejía y Otros, M.P. Dr. Julio Cesar Uribe Acosta.





� Sentencia de 28 de marzo de 2012, expediente 22.163, actor: Luis Carlos González Arbeláez y otros, M.P: Dr. Enrique Gil Botero.








